
 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA  
SEGUNDA SALA REGIONAL EN NUEVO LEÓN 
EXPEDIENTE: 1716/26-06-02-8-JS 
ACTOR: ***** ******* ********* ******** 
 

San Pedro Garza García, Nuevo León, a veinticuatro de agosto de dos mil 

veintiséis.- Vistos los autos del juicio contencioso administrativo tramitado en la vía 

sumaria, el Magistrado JORGE LUIS ROSAS SIERRA, en su carácter de Instructor de 

este juicio, ante la presencia de la Secretario de Acuerdos la Licenciada Miriam Teresa 

Reyna Sánchez, se procede a dictar sentencia definitiva, y: 

 

RESULTANDO 

 

1°. Mediante escrito presentado en la Oficialía de Partes Común de las 

Salas Regionales en Nuevo León de este Tribunal el 15 de abril de 2026, ***** ******* 

********* ********, por su propio derecho, demandó la nulidad de la resolución contenida 

en el oficio número 00100-113-01-13-03-00-2025-PC-12207, de 30 de diciembre de 

2025, emitida por el Subdirector de la Aduana de Nuevo Laredo de la Agencia Nacional 

de Aduanas de México, a través de la cual se determinó a cargo del actor un crédito fiscal 

en cantidad total de $45,038.00, por concepto de infracción al artículo 176, fracción XI, 

sancionado con el diverso 178, fracción X, ambos de la Ley Aduanera. 

 

2°. Por acuerdo de 21 de abril de 2026, se admitió la demanda en la vía 

sumaria, ordenándose el emplazamiento respectivo a la autoridad demandada. 

 

3°. Con oficio depositado en la Oficina de Correos de México y recibido en 

la Oficialía de Partes común de las Salas Regionales en Nuevo León de este Tribunal el 

3 de julio de 2026, el Subdirector de la Aduana de Nuevo Laredo, en suplencia por 

ausencia del Titular de la Aduana de Nuevo Laredo de la Agencia Nacional de Aduanas 

de México, en representación de la demandada, produjo su contestación. 

 

4°. Por acuerdo de 3 de agosto de 2026, se tuvo por contestada la demanda 

y se concedió a las partes el término legal para formular alegatos. 

 

5°. Una vez transcurrido el plazo concedido para la formulación de alegatos, 

mediante auto de 24 de agosto de 2026, se declaró cerrada la instrucción del juicio. 

 

CONSIDERANDO 

 

PRIMERO: El Magistrado Instructor es competente para resolver el juicio 

de nulidad en que se actúa, de conformidad con el dispuesto por los artículos 3, fracción 

II, 28, fracción I, 29, 30, 31, 34 y 36, fracciones VIII y XII, de la Ley Orgánica del Tribunal 
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Federal de Justicia Administrativa vigente, 48, fracción VI, 49, fracción VI del Reglamento 

Interior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, así como los Acuerdos SS/4/2024 

y SS/10/2025, por los que se reforma el Reglamento Interior del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 31 de enero de 

2024 y 23 de mayo de 2025, en relación con lo previsto por los diversos 50, 58-1, 58-2, 

58-4 y 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

SEGUNDO: La existencia de la resolución impugnada quedó acreditada en 

autos en los términos del artículo 15, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, en relación con los diversos 129, 200 y 202 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la referida ley, con la 

exhibición que realizaron los actores de la resolución combatida y con el reconocimiento 

de su emisión por parte de la autoridad demandada. 

 

TERCERO: Este Juzgador, en atención a la prelación establecida en el 

artículo 50, segundo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, procede al estudio de los conceptos de impugnación tercero y cuarto del 

escrito de demanda, en los cuales la actora argumenta en esencia lo siguiente: 

 

Que es procedente declarar la nulidad de la resolución impugnada, toda 

vez que el personal que llevó a cabo el levantamiento del acta circunstanciada de 

hechos, no se identificó conforme a derecho, al omitir circunstanciar debidamente su 

identificación ante quien presentó las mercancías a despacho aduanero, así como 

entregar copia del mismo requisito que alude el artículo 150 de la Ley Aduanera. 

 

Por su parte, la representación de la autoridad demandada, al formular 

su contestación a la demanda, sostuvo la legalidad de la resolución impugnada 

 

A juicio de este Juzgador, los conceptos de impugnación que se analizan 

resultan fundados, de conformidad con las siguientes consideraciones legales: 

 

A fin de dilucidar lo anterior, es necesario transcribir el artículo 150, fracción 

I, de la Ley Aduanera, el cual dispone lo que a continuación se transcribe. 

 

Artículo 150. Las autoridades aduaneras levantarán el acta de 
inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera, 
cuando con motivo del reconocimiento aduanero, de la verificación 
de mercancías en transporte o por el ejercicio de las facultades de 
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comprobación, embarguen precautoriamente mercancías en los 
términos previstos por esta Ley.  
 
En dicha acta se deberá hacer constar:  
 
I. La identificación de la autoridad que practica la diligencia. 
 
[…] 

 

Del artículo trascrito, se desprende que fue voluntad del legislador imponer 

dos cargas u obligaciones a la autoridad aduanera, la primera, levantar un acta 

circunstanciada de hechos, y la segunda, hacer constar la identificación del personal 

oficial que la autoridad competente haya asignado para el desahogo de dicha diligencia; 

sin embargo, dicho dispositivo no prevé a su vez una forma específica en que esto 

suceda, es decir, no establece los requisitos que debe contener la identificación para el 

cabal cumplimiento de su previsión legal, siendo la interpretación jurisprudencial la que 

acuña los datos de identificación que deben plasmarse. 

 

Así, es la jurisprudencia 2a./J. 62/2006 de la Novena Época, emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 277 del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que derivó de la contradicción de tesis 

43/2006-SS, entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, 

la que define con precisión cuales son los requisitos de dicha identificación. 

 

Al respecto, a efecto de abordar la cuestión efectivamente planteada, 

resulta oportuno tener presente la parte considerativa de la ejecutoria que resolvió la 

referida contradicción de tesis 43/2006-SS, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 

62/2006: 

 
“CUARTO. El análisis de las referidas ejecutorias pone de 
manifiesto que sí existe la contradicción de tesis denunciada, en 
virtud de que como se verá a continuación, los Tribunales 
Colegiados de Circuito: a) examinaron la misma cuestión jurídica y 
llegaron a conclusiones diferentes, b) la diversidad de los criterios 
se presenta en las consideraciones de las sentencias respectivas, 
y c) las distintas tesis derivan del estudio de los mismos elementos.  
[…] 
 
Lo anterior es así, habida cuenta que ambos Tribunales Colegiados 
de Circuito se pronunciaron respecto a los requisitos de 
identificación de los verificadores aduaneros al momento en que 
realizan las facultades que les otorga la Ley Aduanera, consistentes 
en inspeccionar, vigilar, verificar, practicar el reconocimiento 
aduanero o de comprobación fuera del domicilio de los gobernados; 
arribando a posiciones distintas.  
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En efecto, el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito tanto 
al resolver el juicio de amparo directo 80/2005 como la revisión 
fiscal 73/2004, sostuvo idénticas razones en cuanto al tema de la 
presente contradicción, a saber, que de los artículos 144, fracciones 
IX, X y XI, 150 y 151 de la Ley Aduanera, vigente en dos mil dos, 
no se aprecia que la persona autorizada para llevar a cabo la 
inspección o al levantar el acta de inicio del procedimiento 
aduanero, tenga que describir de manera circunstanciada la forma 
como se identifica ante la persona inspeccionada, si bien, 
tratándose de los casos en que no exista orden expresa de 
verificación, el verificador sí está obligado a detallar 
circunstanciadamente el documento que lo identifique, con lo cual 
se pretende que el interesado esté en posibilidad de entablar una 
adecuada defensa de sus intereses, de ahí que en este supuesto 
las autoridades aduaneras deben sujetarse a las formalidades 
previstas para los cateos a que se refiere el artículo 16 
constitucional; ello, sin embargo, no ocurre en los casos en que 
existe orden de verificación expresa en la que se asienten datos 
suficientes que identifiquen al verificador aduanero, pues sería 
suficiente que en el acta de hechos únicamente se asienten los 
detalles del oficio que comisiona al servidor público, su registro 
federal de contribuyentes y la placa que lo acredita como inspector 
aduanero, para tener por satisfecho el requisito de identificación. 
En este segundo supuesto, el referido órgano colegiado agregó que 
no comparte la tesis con el rubro “VERIFICADORES ADUANEROS. 
REQUISITOS DE IDENTIFICACIÓN.”, puesto que no son iguales 
la visita domiciliaria y la verificación aduanera, de tal modo que la 
diligencia de verificación no requiere de los mismos requisitos que 
aquélla.  
 
Es importante señalar que en los dos casos del conocimiento del 
Tribunal Colegiado, se trató de la verificación de mercancías de 
procedencia extranjera en transporte, esto es, fuera del domicilio de 
los interesados, como se desprende de las ejecutorias respectivas. 
 
El Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, en cambio, en la ejecutoria que antes se reprodujo, señaló 
que cuando se practica el reconocimiento aduanero por personal 
uniformado, sí es aplicable la tesis con el rubro “VISITAS 
DOMICILIARIAS, IDENTIFICACIÓN DE LOS AUDITORES 
FISCALES, EN LA PRÁCTICA DE. REQUISITOS.”, ya que tanto la 
visita domiciliaria como la verificación aduanera son actividades por 
las que la autoridad ejerce sus facultades de comprobación, con la 
variante de que la verificación aduanera se dirige hacia los papeles 
y posesiones del revisado, luego, en la ejecución de los 
procedimientos respectivos debe prevalecer la protección de la 
seguridad física y jurídica del gobernado, sobre todo esta última, 
dado que el artículo 16 constitucional no hace ninguna distinción en 
esos actos de molestia, de aquí que aun cuando se trate de una 
verificación aduanera debe cumplir con el requisito de debida 
identificación, en la misma forma y condiciones que el Poder 
Judicial de la Federación lo ha considerado en la visita domiciliaria, 
independientemente de que el artículo 121, fracción I, de la Ley 
Aduanera no precise la forma y requisitos de la identificación de la 
autoridad aduanera en el levantamiento del acta de inicio del 
procedimiento aduanero, ya que el artículo 44, fracción III, del 
Código Fiscal de la Federación respecto de la visita domiciliaria solo 
prevé que al iniciarse la visita los visitadores deberán de 
identificarse, sin hacer mayor señalamiento sobre las formalidades 
y requisitos de la identificación, cuyo alcance, sin embargo, ha sido 
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determinado por el Poder Judicial de la Federación, lo que debe 
aplicarse al procedimiento contemplado en el artículo antes 
mencionado. Así -señala el órgano colegiado-, en el acta de inicio 
del procedimiento instaurado en la aduana del aeropuerto debieron 
asentarse todos los datos de la identificación del verificador 
aduanero, a fin de dar seguridad jurídica al gobernado, como es la 
fecha de la credencial para precisar su vigencia, el nombre y cargo 
de quien la expidió, la personalidad de la autoridad actuante, el 
órgano y dependencia de adscripción, sin que sea relevante para 
ello el que el personal verificador esté uniformado, porque no se 
satisface los extremos de la seguridad jurídica en cuanto a la 
identificación de la autoridad, pues solo así el revisado podrá tener 
oportunidad de defensa.  
 
Nuevamente se precisa que en este caso el reconocimiento 
aduanero se practicó en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad 
de México, es decir, fuera del domicilio de la persona revisada en 
sus mercancías.  
 
Como se ve, mientras que el primero de los órganos colegiados 
referidos sostiene dos posturas, dependiendo de la existencia o no 
de la orden de verificación, respecto a lo cual señala que de no 
existir, la identificación de los verificadores aduaneros deberá cubrir 
los requisitos que para los cateos exige el artículo 16 constitucional, 
pero de existir la orden de verificación, será suficiente con que se 
asienten los datos de ésta, el registro federal de contribuyentes y la 
placa del verificador aduanero; el segundo, dice que por constituir 
la verificación aduanera un ejercicio de facultades de 
comprobación, la identificación de los verificadores debe ser 
circunstanciada, como lo ha determinado el Poder Judicial de la 
Federación en el caso de las visitas domiciliarias.  
 
Lo anterior muestra que ambos órganos colegiados examinaron la 
misma cuestión jurídica y adoptaron criterios discrepantes en torno 
a la identificación de los verificadores aduaneros en revisiones 
practicadas fuera del domicilio de los particulares, sin que obste 
para ello que los artículos que regulan el tema sean diferentes, 
puesto que tal diferencia radica exclusivamente en su número y en 
la época de su vigencia, pues uno es de mil novecientos noventa y 
cuatro, y otro de dos mil dos, pero no en su texto, como se verá de 
su transcripción:  
 
Artículo 121. Las autoridades aduaneras levantarán el acta de inicio 
del procedimiento administrativo en materia aduanera, cuando con 
motivo del reconocimiento aduanero, del segundo reconocimiento, 
la verificación de mercancías en transporte o por el ejercicio de las 
facultades de comprobación, embarguen precautoriamente 
mercancías en los términos previstos por esta ley.  
 
En dicha acta se hará constar:  
 
I. La identificación de la autoridad que practica la diligencia.  
 
Artículo 150. Las autoridades aduaneras levantarán el acta de inicio 
del procedimiento administrativo en materia aduanera, cuando con 
motivo del reconocimiento aduanero, del segundo reconocimiento, 
de la verificación de mercancías en transporte o por el ejercicio de 
las facultades de comprobación, embarguen precautoriamente 
mercancías en los términos previstos por esta ley.  



 
 

EXPEDIENTE: 1716/26-06-02-8-JS 
 

6 
 
 
 

En dicha acta se deberá hacer constar:  
 
I. La identificación de la autoridad que practica la diligencia.”  
 
Así, ningún problema significa la numeración ni la vigencia, pues 
los dos numerales contienen la misma disposición en cuanto al 
requisito de la identificación de la autoridad aduanera que practica 
la diligencia respectiva.  
 
Tampoco obsta para estimar la existencia de la contradicción de 
criterios, el que uno de los Tribunales Colegiados de Circuito haya 
partido en sus razones de la existencia o no de la orden de 
verificación, y que el otro no haya tenido en cuenta tal circunstancia, 
puesto que, finalmente, hay discrepancia en un aspecto de la 
cuestión jurídica examinada, ya que incluso el Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito llegó a expresar que no compartía 
el criterio del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa de 
rubro: “VERIFICADORES ADUANEROS. REQUISITOS DE 
IDENTIFICACIÓN.”, en el asunto de la identificación del verificador 
aduanero cuando no existe la orden de verificación. En todo caso, 
la materia de la contradicción no tomará en consideración este 
aspecto, pues como más adelante se explica, la identificación 
debida no está determinada por la existencia o no de la mencionada 
orden, sino por el lugar en que efectúa la verificación aduanera.  
 
Luego, la materia de análisis de este asunto radica en 
determinar si los verificadores aduaneros, al practicar alguna 
de las diligencias a que se refiere el primer párrafo de los 
preceptos antes reproducidos dentro o fuera del domicilio de 
los gobernados, deben identificarse o no con las formalidades 
que exige el artículo 16 constitucional, en atención al principio 
de seguridad jurídica de los gobernados.  
 
QUINTO. Precisado que sí existe contradicción de criterios sobre la 
cuestión jurídica antes especificada, procede ahora determinar cuál 
es la tesis que debe prevalecer como jurisprudencia.  
 
En virtud de que el tema de análisis -identificación de la autoridad 
aduanera en el acta de inicio del procedimiento administrativo con 
motivo del ejercicio de facultades de inspección, vigilancia, 
verificación y comprobación fuera del domicilio de los particulares- 
tiene relación inmediata con el principio constitucional de seguridad 
jurídica, es conveniente recordar, en primer término, lo dispuesto 
por el artículo 16 constitucional en sus párrafos primero, octavo y 
décimo primero, en los que se expresa:  
 
[…] 
 
El texto reproducido establece, en general, la garantía de seguridad 
jurídica que significa, en principio, cualidad de seguro o certeza, 
esto es, el derecho de los gobernados al derecho seguro; y que en 
lo relativo al primer párrafo de dicha norma, implica la certeza que 
debe tener el particular de que su persona, sus papeles, su familia, 
sus posesiones o sus derechos serán respetados por la autoridad, 
pero si ésta debe afectarlos, tendrá que ajustarse a la propia 
Constitución Federal, a las leyes secundarias y a las formalidades 
de los cateos.  
 
En efecto, la seguridad jurídica parte de un principio de certeza en 
cuanto a la aplicación de disposiciones constitucionales y legales 
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que, a un tiempo, definen la forma en que las autoridades han de 
actuar y que la aplicación del orden jurídico a los gobernados, será 
eficaz.  
 
Lo anterior ha sido plasmado por este Alto Tribunal en la tesis que 
dice:  
 
“GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA, QUÉ SE ENTIENDE 
POR. [Se omite transcripción].  
 
Tal criterio define el sentido del principio constitucional de seguridad 
jurídica tanto en su aspecto negativo como positivo poniendo 
énfasis en el deber del legislador de señalar en la ley los elementos 
mínimos para que el gobernado pueda hacer valer su derecho al 
derecho seguro y para que, sobre este aspecto, la autoridad no 
incurra en arbitrariedades.  
 
Según se desprende de dicha tesis, como de la propia Norma 
Fundamental, la protección jurídica del derecho a la certeza del 
gobernado se entiende desde dos dimensiones, una es la de la Ley 
Fundamental, y otra, la de la legislación ordinaria, a modo tal que 
en un esfuerzo de interpretación respecto al significado del principio 
de seguridad jurídica, han de conjuntarse estos dos niveles de 
entendimiento mediante la labor de interpretación jurisdiccional de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  
 
Ahora bien, regresando al texto reproducido del artículo 16 
constitucional, ha quedado visto que el precepto contiene un 
conjunto de garantías de legalidad, que se insertan en la de 
seguridad jurídica, a saber, la de mandamiento escrito, el principio 
de autoridad competente, la exigencia de fundamentación y 
motivación, y la sujeción de las visitas domiciliarias a las leyes 
respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos.  
 
En el caso, lo que interesa son los actos de molestia 
ocasionados por las autoridades administrativas en la esfera 
jurídica de los gobernados, derivados del ejercicio de sus 
facultades de inspección, vigilancia, verificación y 
comprobación en materia aduanera que como tales, no se 
previenen expresamente en el artículo 16 constitucional, lo cual, 
empero, no significa que estén fuera de la Norma Fundamental y 
desprotegidos del principio de seguridad jurídica.  
 
Efectivamente, como históricamente ha sucedido con las visitas 
domiciliarias, que representan un modelo de actuación de las 
autoridades administrativas en detrimento de los derechos de los 
gobernados, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
realizado un ejercicio de interpretación para establecer los 
requisitos que deben reunir dichos actos de molestia, sobre todo 
cuando la legislación ordinaria se ha limitado a establecer 
elementos mínimos de protección a la esfera jurídica de los 
particulares, según ha sido el caso del Código Fiscal de la 
Federación.  
 
Dicha labor también ha rendido sus frutos en la equiparación de las 
visitas domiciliarias con otras modalidades de actuación de las 
autoridades, como son las inspecciones y las verificaciones, a las 
que ha revestido de algunas formalidades de las visitas o auditorias 
fiscales. Todo ello en aras de proteger el derecho de los 
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gobernados a la certeza del derecho seguro, que como valor o 
principio fundamental, debe regir siempre los actos de molestia de 
las autoridades, con lo que se impide su actuación arbitraria o 
lejana al derecho.  
 
A manera de ejemplo, a continuación se irán transcribiendo algunos 
de los criterios que este Alto Tribunal ha sostenido en los temas 
anotados.  
 
En relación con los requisitos de las órdenes de visitas 
domiciliarias, esta Suprema Corte de Justicia ha establecido el 
criterio que señala lo siguiente:  
 
“VISITAS DOMICILIARIAS, ÓRDENES DE. REQUISITOS QUE 
DEBEN SATISFACER. [Se omite transcripción]. 
 
Como se ve de la tesis reproducida, las formalidades que 
establecen las leyes y las prescritas para los cateos son de 
observancia obligatoria para toda clase de visitas administrativas, 
que este Alto Tribunal ha equiparado a las visitas a comercios, 
como se desprende del criterio que dice a la letra:  
 
“VISITAS A LOS COMERCIOS. SON EQUIPARABLES A LAS 
VISITAS DOMICILIARIAS. [Se omite transcripción]. 
 
Tales consideraciones permiten equiparar a cualquier acto de 
inspección, vigilancia, verificación o donde se ejerzan facultades de 
comprobación, a las visitas domiciliarias, en lo que respecta a las 
formalidades que deben observar en su práctica a fin de darles 
legitimidad constitucional, pues de otra suerte, carecerían de 
sustento las leyes que las previenen y, por otro lado, no estarían 
resguardadas las garantías constitucionales de seguridad jurídica 
de los gobernados. Luego, la práctica de diligencias administrativas 
que tengan como meta inspeccionar, vigilar, verificar o ejercer 
facultades de comprobación, deben hacerse con respeto de las 
formalidades que exige el artículo 16 constitucional y que se 
prevengan en las leyes secundarias.  
 
En relación con la garantía de seguridad jurídica y como parte de 
las formalidades que rigen a las visitas domiciliarias, se encuentra 
la debida identificación de las autoridades que inciden en la esfera 
jurídica de los gobernados, como se desprende de la siguiente tesis 
de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación:  
 
“VISITAS DOMICILIARIAS DE AUDITORÍA, IDENTIFICACIÓN DE 
LOS AUDITORES EN LA PRÁCTICA DE. NECESIDAD Y 
ALCANCE. CÓDIGO FISCAL DE 1967, DEROGADO.- [Se omite 
transcripción]. 
 
Este criterio revela la intención de proteger al gobernado en su 
seguridad jurídica, dándole certeza de la autoridad administrativa 
que le ocasiona molestias. Ello se logra, entre otras cosas, con la 
debida identificación de los servidores públicos, que tiene el 
propósito de darle a conocer cuestiones relacionadas con la 
personalidad, representación y competencia atribucional o 
delegada de quienes intervienen en diligencias de esa naturaleza; 
necesidad de la identificación que emana también de la obligación 
legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que 
de las prácticas de inspección o visitas pueden derivar alguna 
posibilidad de afectación de sus intereses jurídicos, por lo que 
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mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique 
la diligencia, se conoce su calidad o características personales 
(personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano 
gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar, 
representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se 
le encomiendan por la ley (representación) y, finalmente, que tiene 
facultades (cuestión de competencia) propias o delegadas (en 
base, en su caso, en una orden de visita) para practicar legalmente 
las diligencias en mención.  
 
Lo hasta aquí expuesto acerca de la interpretación 
jurisdiccional de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
muestra que en toda actuación de las autoridades administrativas, 
debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la 
certeza o seguridad, lo que significa, como se ha venido 
mencionando, que sepa en todo tiempo quién es la autoridad 
que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabré en 
la medida que ésta se identifique debidamente.  
 
[…] 
 
Todo lo dicho con antelación permite obtener, como regla 
general, que en atención al principio de seguridad jurídica 
consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, las actuaciones administrativas 
tendientes a general actos de molestia a los gobernados en su 
persona familia, papeles o posesiones, dentro o fuera de su 
domicilio, deben observar necesariamente las exigencias de 
legalidad que marcan los diferentes párrafos del precepto en 
cuestión, siendo una de ellas la formalidad consistente en la 
debida identificación de los servidores públicos actuantes, a fin 
de darle certeza y protección a la seguridad jurídica de los 
visitados, inspeccionados, vigilados o verificados, mediante el 
ejercicio de las facultades de comprobación de las autoridades 
administrativas.  
 
Lo expuesto también permite arribar a la convicción de que los 
actos de molestia ocasionados a los gobernados no pueden ser 
iguales si ello ocurre con la intromisión de las autoridades al 
domicilio, o fuera de él, como sería el caso de cuando los 
particulares tengan que acudir a las instalaciones oficiales, o 
como sucede en los asuntos examinados, en que la verificación 
se efectuó a propósito de la revisión de mercancías en 
transporte (amparo directo en revisión 80/2005 y revisión fiscal 
73/2004) y en el reconocimiento aduanero practicado en el 
Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (amparo en 
revisión 3946/98), con motivo de órdenes de verificación 
aduanera.  
 
Efectivamente, en dichas situaciones además son diferentes los 
valores protegidos por la norma, pues tratándose de la visita 
domiciliaria, lo que se resguarda es la intimidad o privacidad 
del domicilio de los gobernados, a diferencia de las 
actuaciones de la autoridad realizadas fuera de él, como 
sucede con el procedimiento aduanero o la verificación de 
mercancías en transporte, practicadas por las autoridades 
aduaneras, en que son los papeles y posesiones del revisado los 
protegidos por el primer párrafo del artículo 16 constitucional. Así 
las cosas, es claro que tratándose de actos de molestia a los 
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gobernados ocasionados fuera de su domicilio, no resultan 
aplicables todas las formalidades que esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y el citado numeral exigen para las visitas 
domiciliarias, habida cuenta que inciden en forma distinta y en 
diferente medida en la esfera jurídica de los gobernados, como 
sería el caso de la identificación del personal verificador en 
materia aduanera. Establecido lo anterior, debe ahora tenerse 
en cuenta, siguiendo el texto de los artículos 121, fracción I 
(vigente en 1994) y 150, fracción I (vigente en 2002) de la Ley 
Aduanera, que el legislador ordinario dispuso como elemento 
mínimo del principio de seguridad jurídica la identificación de 
la autoridad aduanera que practique el reconocimiento 
aduanero, el segundo reconocimiento, la verificación de 
mercancías en transporte o ejerza las facultades de 
comprobación, y el embargo precautorio de mercancías en los 
términos previstos por la ley, que deberá hacerse constar en el 
acta de inicio del procedimiento administrativo en materia 
aduanera, sin embargo, no estableció la forma y requisitos de 
tal deber de identificación, a pesar de referir diversos clases 
de actos de molestia que, por su naturaleza, pueden realizarse 
fuera o dentro del domicilio de los particulares. Luego, con la 
finalidad de dar seguridad jurídica a los gobernados y evitar, 
en consecuencia, la actuación discrecional de la autoridad 
aduanera en lo que respecta a la identificación de los verificadores 
aduaneros, debe concluirse que al levantamiento del acta de 
inicio del procedimiento administrativo realizado con motivo 
de actuaciones practicadas fuera del domicilio de los 
gobernados, como podría ser el reconocimiento aduanero y la 
verificación de mercancías en transporte, según ocurrió en los 
casos examinados, deberá hacerse constar la debida 
identificación del verificador aduanero, describiéndose con 
toda claridad el documento mediante el cual se identifiquen y el 
oficio que los autoriza a practicarla, para lo cual deberán asentar 
las fechas de expedición y de expiración de la credencial, el órgano 
de la dependencia que la emite, el nombre y el cargo de quien la 
expide, así como el de la persona a cuyo favor se otorga el 
documento con que se identifica, su registro federal de 
contribuyentes y el número de su placa oficial; asimismo, la fecha 
de expedición del oficio u orden de verificación, el número que le 
corresponda, el órgano y el titular de la dependencia y el nombre 
del autorizado; o en su caso, agregar al acta y al tanto que se le 
entregue al verificado, copia fotostática de los documentos que 
contengan esos datos, para tener la plena certeza de que quien va 
a realizarla está autorizado por la autoridad que emite el 
mandamiento y facultado para realizar el acto de molestia.” 
(Énfasis añadido)  

 

De la ejecutoria referida derivó la jurisprudencia por contradicción de tesis 

2a./J. 62/2006, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de la Justicia de la 

Nación, consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Tomo XXIII, mayo de 2006, página 277, cuyo rubro y texto señalan: 

 

ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN 
MATERIA ADUANERA. REQUISITOS DE IDENTIFICACIÓN DE 
LA AUTORIDAD QUE PRACTICA LA DILIGENCIA RELATIVA. 
Los artículos 121, fracción I (vigente en 1994) y 150, fracción I 
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(vigente en 2002) de la Ley Aduanera disponen que la autoridad 
aduanera que practica el reconocimiento aduanero, el segundo 
reconocimiento, la verificación de mercancías en transporte o las 
facultades de comprobación, o embargue precautoriamente 
mercancías en los términos previstos por dicha Ley, debe 
identificarse al practicar las actas de inicio del procedimiento 
administrativo en materia aduanera practicadas fuera del domicilio 
de los gobernados (reconocimiento aduanero y verificación de 
mercancías en transporte). Ahora bien, con el propósito de que la 
autoridad aduanera cumpla debidamente con la obligación de 
circunstanciar dichas actas, deberá hacer constar su debida 
identificación, describiendo el documento mediante el cual se 
identifica, así como el oficio que la autoriza a practicar la actuación 
respectiva. Para estos efectos, deberá asentar las fechas de 
expedición y de expiración de la credencial, el órgano de la 
dependencia que la emite, el nombre y el cargo de quien la expide, 
así como el de la persona a cuyo favor se otorga el documento con 
que se identifica; asimismo, la fecha de expedición del oficio u 
orden de verificación, el número que le corresponda, el órgano y el 
titular de la dependencia y el nombre del autorizado; o en su caso, 
agregar al acta y al tanto que se le entregue al verificado, copia 
fotostática de los documentos que contengan esos datos. 
 

Del mismo modo, resulta aplicable la jurisprudencia PC.IV.A. J/30 A (10a.), 

establecida por el Pleno en Materia Administrativa del Cuarto Circuito del Poder Judicial 

de la Federación, localizable en la Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 37, diciembre de 2016, Tomo II, página 1000, que señala: 

 

ACTA CIRCUNSTANCIADA DE HECHOS LEVANTADA CON 
MOTIVO DE LA PRÁCTICA DE UN RECONOCIMIENTO 
ADUANERO DERIVADO DE LA ACTIVACIÓN DEL MECANISMO 
DE SELECCIÓN AUTOMATIZADO. LE RESULTA APLICABLE 
LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 62/2006 DE LA SEGUNDA SALA 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. De los 
antecedentes y consideraciones emitidas en la ejecutoria dictada 
en la contradicción de tesis 43/2006-SS, por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la que derivó aquel 
criterio jurisprudencial, se aprecia que los casos analizados trataron 
sobre el levantamiento de las actas de inicio del procedimiento 
administrativo en materia aduanera con motivo de verificaciones de 
mercancías de procedencia extranjera en transporte, que derivaron 
de órdenes de verificación, y del reconocimiento aduanero 
realizado en las instalaciones de la Aduana del Aeropuerto 
Internacional de la Ciudad de México, porque en el mecanismo de 
selección automatizado le correspondió luz roja al particular, esto 
es, dicho levantamiento derivó de actuaciones efectuadas por las 
autoridades aduaneras fuera del domicilio de los interesados. De 
ahí que el supuesto jurídico consistente en el levantamiento del acta 
circunstanciada de hechos por la práctica de un reconocimiento 
aduanero realizado por el personal actuante de las autoridades 
aduaneras en el recinto oficial de éstas, derivado de la activación 
del mecanismo de selección automatizado, es decir, fuera del 
domicilio de los particulares, es el supuesto examinado por dicha 
Sala, al resolver la citada contradicción de tesis y, por tal motivo, en 
ese caso, resulta aplicable la jurisprudencia 2a./J. 62/2006, y ante 
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ello el personal actuante de dichas autoridades en esa acta debe 
de hacer constar su debida identificación, y describir con toda 
claridad el documento mediante el cual se identifiquen y el oficio 
que los autoriza a practicar ese reconocimiento aduanero, para lo 
cual, habrán de asentar las fechas de expedición y de expiración 
de la credencial, el órgano de la dependencia que la emite, el 
nombre y el cargo de quien la expide, así como el de la persona a 
cuyo favor se otorga el documento con que se identifica, su registro 
federal de contribuyentes y el número de su placa oficial; además, 
la fecha de expedición del oficio, el número que le corresponda, el 
órgano y el titular de la dependencia y el nombre del autorizado; o 
en su caso, agregar al acta y al tanto que se entregue al verificado, 
copia fotostática de los documentos que contengan dichos datos, 
como se determinó en el referido criterio jurisprudencial. 

 

De dichas jurisprudencias, las cuales son observancia obligatoria para esta 

Juzgadora, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo del artículo 217 de la 

Ley de Amparo, se concluye que, tratándose de las actuaciones que deriven de la 

verificación de mercancías o del reconocimiento aduanero, que constituyan verdaderos 

actos de molestia, como es, por citar un ejemplo, el acta de traslado del vehículo y el 

acta de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera, para cumplir el 

requisito de identificación, y tener la plena certeza de que quien va a realizarla está 

facultado por la autoridad que emite el mandamiento para realizar el acto de molestia, 

deben describirse con toda claridad los datos del documento mediante el que se 

identifique el personal actuante y del oficio que lo autoriza a practicarla, a fin de 

circunstanciar debidamente dichas actas. 

 

Para lo cual, debe hacerse constar la referida identificación describiendo el 

documento con el cual se identifica, así como el oficio que la autoriza a practicar la 

actuación respectiva, fechas de expedición y de expiración de la credencial, el órgano de 

la dependencia que la emite, el nombre y el cargo de quien la expide, así como el de la 

persona a cuyo favor se otorga el documento con que se identifica, lo que se cumple 

cuando se asientan los siguientes datos: 

 

1. El documento mediante el cual se identifiquen. 
 
2. El oficio que los autoriza a practicar el reconocimiento aduanero 
respectivo. 
 
3. Las fechas de expedición y de expiración de la credencial de 
identificación. 
 
4. El Órgano de la dependencia que emitió la constancia de identificación. 
 
5. El nombre y el cargo de quien expide la constancia de identificación. 
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6. El nombre y cargo de la persona a cuyo favor se otorga la identificación. 
 
7. La fecha de expedición del oficio u orden de verificación, número que le 
corresponda, órgano y titular de la dependencia y el nombre del autorizado. 
 
8. El registro federal de contribuyentes. 
 
9. En su caso, agregar al acta y al tanto que se le entregue al verificado, 
copia fotostática de los documentos que contengan esos datos.  
 

Así, si bien es cierto que los requisitos que se detallan en las 

jurisprudencias citadas están orientados a la identificación que la autoridad debe realizar 

al momento de levantar el acta de inicio del procedimiento administrativo en materia 

aduanera; sin embargo, ello no significa que la pormenorización de los referidos datos 

resulte exigible únicamente a las actas de inicio del procedimiento, sino a cualquier acta 

o documento que lleve implícito un acto de molestia. 

 

En efecto, del contenido de la ejecutoria que resolvió la contradicción de 

tesis indicada, cuya parte conducente se transcribió con antelación, se desprende que 

“… en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho 

fundamental del gobernado a la certeza de seguridad, lo que significa, como se ha venido 

mencionando, que sepa en todo tiempo quien es la autoridad que lo está molestando, lo 

cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente”.  

 

Asimismo, que: “… las actuaciones administrativas tendientes a generar 

actos de molestia a los gobernados en su persona, familia, papeles o posesiones, dentro 

o fuera de su domicilio deben observar necesariamente las exigencias de legalidad […], 

siendo una de ellas la formalidad consistente en la debida identificación de los servidores 

públicos actuantes”. 

 

Pues bien, de la lectura integral que se realiza a la parte considerativa que 

se transcribió de la referida ejecutoria, se advierte que la Segunda Sala, para definir los 

requisitos que debían cumplirse en cuanto a la identificación, no atendió a la 

denominación del documento que contenía el acto de molestia, sino al lugar donde se 

practicó la diligencia, dentro o fuera del domicilio, con relación a lo cual señaló que la 

verificación de mercancías en transporte y reconocimiento aduanero, ocurre fuera del 

domicilio del gobernado.  
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Con base en esa distinción, se abordó, por su interés, el estudio 

relacionado con los actos de molestia ocasionados por las autoridades administrativas 

en la esfera jurídica de los gobernados, derivados del ejercicio de sus facultades de 

inspección, vigilancia, verificación y comprobación en materia aduanera, realizados 

desde luego fuera de su domicilio. 

 

Luego, para establecer si se deben cumplir o no los requisitos de 

identificación es irrelevante la denominación que se le dé al acto de molestia, pues en la 

ejecutoria transcrita, se observa que el estudio involucró tanto al Acta de Inicio del 

Procedimiento Administrativo en Materia Aduanera como a los partes informativos que 

antecedieron a ellas, además de que, se hizo referencia, en forma general a “actos de 

molestia” que deriven del ejercicio de sus facultades de inspección, vigilancia, 

verificación y comprobación en materia aduanera, fuera del domicilio fiscal. 

 

En esa virtud, es claro que los requisitos señalados no solo son exigibles a 

aquellas documentales denominadas actas de inicio del procedimiento administrativo en 

materia aduanera, sino a cualquier otro acto de molestia que esté relacionado con la 

verificación de mercancías en transporte o con el reconocimiento aduanero, como puede 

ser acta circunstanciada que ordena el traslado de la mercancía al recinto fiscal, parte 

informativo del reconocimiento aduanero, o bien, en el acta circunstanciada de hechos.  

 

Entonces, los requisitos que deben cumplirse respecto de la identificación 

no se determinan en función de la denominación que se da al documento conocido como 

“acta de inicio del procedimiento administrativo”, sino en virtud del acto de molestia que 

ocasiona una afectación a la esfera jurídica del particular, porque conforme al Acta de 

Inicio de Procedimiento Administrativo en Materia Aduanera de 19 de noviembre de 

2025, de la que derivó la resolución impugnada en este juicio, se advierte que los 

verificadores practicaron el reconocimiento aduanero de la mercancía de procedencia 

extranjera que dio origen a la resolución controvertida en el presente juicio, lo que 

constituye un verdadero acto de molestia. 

 

Es aplicable, la tesis XIX.1o.A.C.51 A, sustentada por los Tribunales 

Colegiados de Circuito del Poder Judicial de la Federación, consultable en la Novena 

Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXII, julio de 2010, 

página 1879, que dispone: 
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ACTA CIRCUNSTANCIADA DE HECHOS LEVANTADA CON 
MOTIVO DE LA VERIFICACIÓN DE MERCANCÍAS Y 
VEHÍCULOS EN TRANSPORTE. DEBEN ASENTARSE EN ELLA 
LOS DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL PERSONAL QUE LLEVA 
A CABO LA DILIGENCIA, CUANDO ÉSTE REQUIERE LA 
DOCUMENTACIÓN QUE ACREDITE LA LEGAL ESTANCIA Y 
TENENCIA DE AQUÉLLOS Y ORDENA SU TRASLADO AL 
RECINTO FISCAL A EFECTO DE REALIZAR UNA REVISIÓN 
EXHAUSTIVA. El acta circunstanciada de hechos levantada con 
motivo de la verificación de mercancías y vehículos en transporte 
constituye un acto de molestia que ocasiona una afectación a la 
esfera jurídica del particular, cuando el personal que lleva a cabo la 
diligencia requiere la documentación que acredite la legal estancia 
y tenencia de aquéllos y ordena su traslado al recinto fiscal a efecto 
de realizar una revisión exhaustiva, por lo que aun cuando dicha 
acta constituye un antecedente o trámite previo al levantamiento de 
la de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera, 
en ella deben asentarse los datos de identificación del referido 
personal, a fin de proteger las garantías de legalidad y seguridad 
jurídicas previstas en el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues el contribuyente tiene derecho a 
cerciorarse plenamente de que se encuentra frente a las personas 
que efectivamente representan a la autoridad en la materia y que 
cuentan con las facultades para efectuar la revisión de sus 
pertenencias”. 

 

Así las cosas, independientemente de la denominación del documento, lo 

cierto es que las diligencias en litis constituyen un verdadero acto de molestia, por lo que, 

en el caso, debieron asentarse los datos de identificación del referido personal, a fin de 

proteger las garantías de legalidad y seguridad jurídica del gobernado. 

 

Derivado de lo expuesto, se procede al análisis de la identificación del 

personal verificador actuante en el Acta de Inicio de Procedimiento Administrativo en 

Materia Aduanera de 19 de noviembre de 2025, de la que derivó la resolución impugnada 

en este juicio, como sigue: 

 

Del contenido del acta referida, visible a fojas 98 a 108 de autos, y que se 

valora en este momento en términos de los artículos 46, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, 129 y 202, del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la referida ley, por tratarse de una 

documental pública, se advierte que el personal que llevó a cabo las diligencias de 

mérito, para circunstanciar su identificación señaló los siguientes datos:  

 

Luis Ernesto Sena Rodríguez 
 

1.- El oficio de identificación (00100-113-01-13-00-00-2025-06166). 
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2.- Fecha de expedición y de expiración (1 de julio de 2025 al 31 de 
diciembre de 2025).  
 
3.- El órgano de la dependencia que emitió la constancia de 
identificación (Aduana de Nuevo Laredo).  
 
4.- El nombre y el cargo de quien expide la constancia de 
identificación (TTE. COR. CAB. RET. Eric Omar Salinas Flores, 
Titular de la Aduana de Nuevo Laredo).  
 
5.- El nombre y cargo de la persona a cuyo favor se otorga la 
identificación (Luis Ernesto Sena Hernández, Subdirector de la 
Aduana de Nuevo Laredo).  
 
6.- El Registro Federal de Contribuyentes de la persona a cuyo 
favor se expide la credencial de identificación (SEHL720625MG3). 
 
Jorge Hernández de León 
 
1.- El oficio de identificación (00100-113-01-13-00-00-2025-06192). 
 
2.- Fecha de expedición y de expiración (1 de julio de 2025 al 31 de 
diciembre de 2025).  
 
3.- El órgano de la dependencia que emitió la constancia de 
identificación (Titular de la Aduana de Nuevo Laredo). 
 
4.- El nombre y el cargo de quien expide la constancia de 
identificación (TTE. COR. CAB. RET. Eric Omar Salinas Flores, 
Titular de la Aduana de Nuevo Laredo). 
 
5.- El nombre y cargo de la persona a cuyo favor se otorga la 
identificación (Jorge Hernández de León, Verificador adscrito a la 
Aduana de Nuevo Laredo). 
 
6.- El Registro Federal de Contribuyentes de la persona a cuyo 
favor se expide la credencial de identificación (HELJ910814MD7). 

 

En ese orden de ideas, del análisis realizado al acta circunstanciada de 

hechos de mérito, valorada en términos del artículo 46, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se advierte que si bien Luis Ernesto Sena 

Hernández y Jorge Hernández de León, autoridades actuantes que llevaron a cabo el 

reconocimiento aduanero y levantaron la diligencia, se identificaron con las constancias 

contenidas en los oficios número 00100-113-01-13-00-00-2025-06166 y 00100-113-01-

13-00-00-2025-06192, respectivamente; también lo es que, es insuficiente para tener por 

debidamente circunstanciada su identificación, conforme a las jurisprudencias 2a./J. 

62/2006 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y PC.IV.A. J/30 A (10a.) del Pleno 

en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 

 

Lo anterior es así, ya que solo describieron los documentos que los 

identificaban como servidores públicos en el que se señalaban las facultades que tenían 
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para realizar el reconocimiento aduanero que llevaron a cabo, pero no aquél documento 

que les autorizara a realizar dicha verificación, toda vez que, al momento de levantar el 

acta circunstanciada de hechos, los verificadores debieron circunstanciar su 

identificación asentando los datos relativos al documento con el que se identificaban y 

del oficio que los autorizaba a practicar la actuación respectiva. 

 

En conclusión, este Juzgador determina que la enjuiciada no circunstanció 

debidamente su identificación, puesto que los datos asentados en las actas 

circunstanciadas de hechos de las que derivó la resolución impugnada en este juicio, no 

crean convicción de que el personal actuante se identificó plenamente para realizar el 

acto de molestia, siendo pertinente aclarar que, el hecho de que las constancias de 

identificación se hayan puesto a la vista del interesado, y que este, en ese momento no 

haya hecho objeción alguna, haciendo una descripción vaga e imprecisa de que en las 

mismas aparecen el cargo o puesto, nombre, firma y fotografía de cada uno de los 

actuantes, no convalida la actuación de la autoridad, dado que no especifica claramente 

el contenido de las constancias de identificación para que quedaran asentados dichos 

datos en el acta de mérito.  

 

En consecuencia, lo procedente es declarar la nulidad del acto impugnado, 

toda vez que el requisito de identificación del personal actuante solo puede constar en el 

acta correspondiente, elaborada al momento de la diligencia, por lo que no podrían 

retrotraerse las circunstancias de tiempo, modo y lugar que originaron el levantamiento 

del acta para enmendar dicha violación, ya que debe tomarse en cuenta que este tipo de 

verificaciones se realizan en condiciones que difícilmente podrían repetirse. Por lo que, 

en estos casos, la autoridad podrá iniciar un nuevo procedimiento en uso de sus 

facultades de verificación, pero está impedida para corregir la insuficiente o falta de 

identificación de los verificadores en el mismo expediente en que se actualizó la 

violación. 

 

Al respecto, conviene mencionar que la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 371/2010, concluyó que: 

“…la ilegalidad consistente en la insuficiente identificación del verificador al levantar el 

acta de inicio del procedimiento aduanero con motivo de una inspección de vehículos de 

procedencia extranjera en tránsito constituye la omisión de un requisito formal, y un vicio 

que afecta el derecho subjetivo a la seguridad jurídica, tutelado en el artículo 16 

constitucional, que actualiza el supuesto de nulidad previsto en el artículo 51, fracciones 

I y II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, que en principio 
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conlleva una declaratoria de nulidad en términos del artículo 52, fracción III, de la ley de 

la materia. Sin embargo, esta regla admite excepciones atendiendo al tipo y origen de 

los actos impugnados en el juicio contencioso, circunstancia que obedece al tipo de 

jurisdicción que ejerce el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sobre los 

asuntos sometidos a su conocimiento.  

 

De esta manera, en los casos, como el que se analiza, la nulidad debe ser 

declarada en forma lisa y llana, porque el requisito de la debida identificación del 

verificador solo puede constar en el acta correspondiente elaborada al momento 

mismo de la inspección, y no podrán retrotraerse las circunstancias de tiempo, 

modo y lugar que dieron origen al levantamiento del acta para enmendar la 

violación, ya que debe tomarse en cuenta que este tipo de verificaciones se realizan en 

condiciones que difícilmente podrían repetirse. Consecuentemente, en estos casos, la 

autoridad podrá iniciar un nuevo procedimiento en uso de sus facultades de verificación, 

pero está impedida para corregir la insuficiente o falta de identificación de los 

verificadores en el mismo expediente en que se actualizó la violación.” 

 

No es óbice para arribar a las anteriores consideraciones, que la autoridad 

demandada al formular su contestación a la demandada exhiba el oficio 00100-113-01-

13-01-00-2025-11081-BIS de 19 de noviembre de 2025, visible a foja 96 de autos, 

mediante el cual se designa verificador para la práctica de reconocimiento aduanero; 

pues en el acta circunstanciada es en donde debió citar todos los datos de identificación, 

ya que en el acta es donde tiene su origen la resolución impugnada, y por ello, no se 

cumple con el requisito de la debida identificación. 

 

En razón legal de lo anterior, al resultar fundados los conceptos de 

impugnación relativos a la identificación del personal verificador, debe declararse la 

nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, lo anterior, de conformidad con lo 

establecido por el Poder Judicial de la Federación, en la jurisprudencia que a 

continuación se invoca. 

 

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto, la jurisprudencia 2a./J. 8/2011, 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y la cual se 

encuentra publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

XXXIII, febrero de 2011, página 746, que a continuación se transcribe: 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA NULIDAD POR 
INSUFICIENTE IDENTIFICACIÓN DEL VERIFICADOR EN EL 
ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADUANERO, 
TRATÁNDOSE DE VEHÍCULOS DE PROCEDENCIA 
EXTRANJERA EN TRÁNSITO, DEBE SER LISA Y LLANA. La 
identificación insuficiente del verificador al levantar el acta de inicio 
del procedimiento aduanero con motivo de una inspección de 
vehículos de procedencia extranjera en tránsito, constituye la 
omisión de un requisito formal que actualiza el supuesto del artículo 
51, fracciones I y II, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo; sin embargo, en este caso la nulidad 
debe declararse en forma lisa y llana, pues si el requisito señalado 
solo puede constar en el acta correspondiente elaborada al 
momento de la inspección, no podrían retrotraerse las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar que originaron el 
levantamiento del acta para enmendar dicha violación, máxime si 
se toma en cuenta que este tipo de verificaciones se realizan en la 
vía pública y en condiciones que difícilmente podrían repetirse. 
Consecuentemente, la autoridad podrá iniciar un nuevo 
procedimiento en uso de sus facultades de fiscalización, pero está 
impedida para corregir la insuficiente identificación de los 
verificadores en el mismo expediente en que se actualizó la 
violación. 

 

Similar criterio sostuvo esta Instrucción al resolver los juicios de nulidad 

3483/24-06-02-8, 6677/24-06-02-8 y 482/25-06-02-8. 

 

Por otra parte, respecto a la solicitud del accionante respecto a que se 

ordene a la autoridad que devuelva la mercancía embargadas; este Juzgador estima que 

no resulta procedente reconocer la existencia del derecho subjetivo del actor de 

que se le devuelva la mercancía embargada con motivo del procedimiento administrativo 

en materia aduanera del que derivó la resolución combatida. 

 

Al respecto, es pertinente señalar que la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 67/2009, que dio 

origen a la jurisprudencia  2a./J. 57/2009, sostuvo toralmente que una vez obtenida la 

resolución favorable, los bienes embargados deben devolverse a la persona que 

acredite, mediante documento idóneo, tener un derecho subjetivo sobre ellos, es decir, 

que no se protege la simple detentación que se tenía de los bienes, sino su propiedad o 

legítima posesión.  

 

La jurisprudencia en cita, se encuentra localizable en la Novena Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, mayo de 2009, página 

141, que es del tenor siguiente: 
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EMBARGO PRECAUTORIO DE MERCANCÍAS CON MOTIVO 
DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA 
ADUANERA. SU DEVOLUCIÓN O EL PAGO DE SU VALOR 
PROCEDE A FAVOR DE QUIEN COMPRUEBE TENER UN 
DERECHO SUBJETIVO SOBRE ELLAS. Conforme al artículo 150 
de la Ley Aduanera, se dará inicio al procedimiento administrativo 
en materia aduanera cuando las autoridades decreten el embargo 
precautorio de las mercancías y de los medios en que se 
transporten por presumir su ilegal tenencia o estancia en el país. 
Por su parte, el artículo 157, párrafo cuarto, de la Ley citada prevé 
que el particular que obtenga una resolución administrativa o 
judicial firme ordenando la devolución o el pago del valor de la 
mercancía o, en su caso, que declare la nulidad de la resolución 
que determinó que aquélla pasó a ser propiedad del fisco federal, 
podrá solicitar al Servicio de Administración Tributaria su restitución 
o el pago de su valor. Bajo este tenor, se concluye que el 
resarcimiento, cumpliendo con los requisitos legales respectivos, 
procederá a favor de la persona que tenga facultades suficientes 
para retirar la mercancía del recinto fiscal, es decir, quien 
compruebe, mediante documento idóneo, tener un derecho 
subjetivo legítimamente reconocido sobre los bienes y no 
restituirlos simplemente a quien le fueron embargados. Esta 
conclusión se apoya en los objetivos derivados de la propia Ley y 
del procedimiento administrativo en materia aduanera, consistentes 
en la verificación de si las mercancías que ingresan al país cumplen 
con las exigencias establecidas por la regulación aplicable y se 
encuentran legalmente en territorio nacional, por tanto, en 
congruencia con el sistema aduanero, deben restituirse solamente 
a las personas que acrediten su propiedad o legal tenencia, esto 
es, a quienes les asista un derecho legítimamente tutelado en 
relación con las mercancías embargadas. 

 

En este contexto, y conforme a lo dispuesto en el artículo 40, primer párrafo, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el cual dispone que el 

reconocimiento de un derecho subjetivo y consecuente condena, solamente es 

procedente cuando se demuestran los hechos de los que deriva ese derecho; se tiene 

que en el presente juicio, el demandante debió exhibir la documentación que demostrara 

la propiedad o legal tenencia de la mercancía embargada, situación que no aconteció en 

el caso, al haber sido omiso en exhibir documento alguno tendente a probar tales 

extremos; de ahí que no resulte procedente reconocer el derecho subjetivo que peticiona 

la enjuiciante. 

 

No obstante lo anterior, se precisa que queda expedito el derecho de la 

parte actora para acudir ante la autoridad a solicitar la devolución de la mercancía 

embargada, siempre y cuando cumpla la exigencia de probar su derecho subjetivo. 
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Finalmente, ante la nulidad decretada, con fundamento en el artículo 50 de 

la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, este Juzgador declina 

pronunciarse respecto a la procedencia o no, del resto de los conceptos de impugnación 

vertidos, pues ello en nada variaría el sentido del presente fallo, máxime que en el caso 

con la nulidad decretada se colman las pretensiones del demandante. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 33/2004, emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Novena 

Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIX, abril de 2004, 

página 425, que a la letra señala lo siguiente:  

 

AMPARO DIRECTO. EL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA 
IMPUGNAR EN ESTA VÍA, LA DECLARATORIA DE NULIDAD 
LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN RECLAMADA, AUN 
CUANDO EL TRIBUNAL FEDERAL RESPONSABLE OMITA EL 
ESTUDIO DE ALGUNAS CAUSAS DE ILEGALIDAD 
PLANTEADAS EN LA DEMANDA RESPECTIVA. Del contenido 
del segundo párrafo del artículo 237 del Código Fiscal de la 
Federación, se desprende que con objeto de otorgar seguridad 
jurídica a los contribuyentes y garantizar medios de defensa y 
procedimientos que resuelvan los conflictos sometidos a la 
jurisdicción del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
el legislador ordinario estimó necesario, evitar la reposición de 
procedimientos y formas viciadas en resoluciones que son ilegales 
en cuanto al fondo y, en consecuencia, el retraso innecesario de 
asuntos que válidamente pueden resolverse, por lo que impuso al 
referido tribunal la obligación de analizar, en primer término, las 
causas de ilegalidad que puedan dar lugar a la nulidad lisa y llana. 
En tal sentido, el actor en el juicio contencioso administrativo carece 
de interés jurídico para impugnar a través del juicio de amparo la 
declaratoria de nulidad lisa y llana de la resolución reclamada, aun 
cuando el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa haya 
omitido el análisis de algunas causas de ilegalidad propuestas en 
la demanda respectiva, si de su análisis se advierte que el actor no 
obtendría un mayor beneficio que el otorgado con tal declaratoria, 
en razón de que ésta conlleva la insubsistencia plena de aquélla e 
impide que la autoridad competente emita un nuevo acto con 
idéntico sentido de afectación que el declarado nulo. 

 

En mérito de lo expuesto y con fundamento en los artículos 50, 51, fracción 

II, 52, fracción II, y 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

se resuelve: 

 

I.- La parte actora acreditó los extremos de su acción, en consecuencia; 
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II.- Se declara la NULIDAD de la resolución impugnada, descrita en el 

resultando 1° de este fallo. 

 

III.- Notifíquese. 

 

Así lo resolvió y firma el Magistrado JORGE LUIS ROSAS SIERRA, en su 

carácter de Instructor de este juicio, ante la presencia de la Secretario de Acuerdos 

Licenciada Miriam Teresa Reyna Sánchez, quien da fe. 

 

 

___________________________________ 
MAG. JORGE LUIS ROSAS SIERRA 

Magistrado Titular de la Segunda Ponencia 
 
 
 
 

___________________________________ 
LIC. MIRIAM TERESA REYNA SÁNCHEZ 

Secretario de Acuerdos 
 

 

JLRS/MTRS  

 

El uno de septiembre de dos mil veintiséis, la licenciada Miriam 
Teresa, Secretaria de acuerdos con adscripción en la Segunda 
Sala Regional en Nuevo León, hago constar y certifico que en 
términos de lo previsto en los artículos 115, párrafos, primero, 
segundo, tercero y cuarto, y 120 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta versión 
pública suprime toda aquella información considerada legalmente 
como confidencial, por tratarse del nombre de la parte actora. 
Conste. 

 

 


